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Honorable Cámara de Representantes
Ciudad
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1. Origen del Proyecto:
El Proyecto de Ley No. 310 de 2017 Cámara – 225 de 2017 Senado fue presentado por el Senador Germán Varón Cotrino el día 4 de abril de 2017 y busca modificar parcialmente los artículos 52, 56, 87, 99, 100, 102, 103, 107,108, 110, 124, 126 y 127 de la Ley 1098 de 2006, por la cual se expide el Código de la Infancia y la Adolescencia. 
2. Trámite Legislativo del Proyecto:

El proyecto fue radicado por el Senador Germán Varón Cotrino el 4 de abril de 2017, repartido en la Comisión Primera de Senado bajo el radicado 225 de 2017.

2.1. Trámite en Comisión Primera de Senado

El Proyecto fue discutido y aprobado con cambios en dos artículos en la Sesión Ordinaria de la Comisión I de Senado el día 23 de mayo de 2017 (Acta No. 38):

a. Proposición de la H.S Viviane Morales “Modifíquese el artículo 2 del Proyecto de Ley, que quedará así:

Artículo 2°. El artículo 56 de la Ley 1098 de 2006, quedará así:
Artículo 56. Ubicación en medio familiar. Es la ubicación del niño, niña o adolescente con sus padres, o parientes cuando estos ofrezcan las condiciones para garantizarles el ejercicio de sus derechos y atendiendo su interés superior. Dicha búsqueda se realizará principalmente entre los parientes hasta el tercer grado de consanguinidad o segundo de afinidad, sin perjuicio de otros parientes que,  de presentarse,  puedan ofrecer a los menores las condiciones adecuadas para el ejercicio de sus derechos.
La búsqueda de parientes para la ubicación en medio familiar, cuando a ello hubiere lugar, se realizará en el marco de la actuación administrativa, esto es, durante los seis (6) meses del término inicial para resolver su situación legal y no será excusa para mantener al niño, niña o adolescente en situación de declaratoria de vulneración. Los entes públicos y privados brindarán acceso a las solicitudes de información que en dicho sentido eleven las Defensorías de Familia, las cuales deberán ser atendidas en un término de diez (10) días. El incumplimiento de este término constituirá causal de mala conducta.
Si de la verificación del estado de los derechos de los niños, niñas y adolescentes,  se desprende que la familia carece de recursos económicos  básicos  para garantizarle  el ejercicio de  tales  derechos, la autoridad competente informará a las entidades del Sistema Nacional de Bienestar Familiar para que, estudiado el caso y de acuerdo con otras condiciones de vulnerabilidad,  le brinden a la familia  el apoyo  necesario  mientras ella puede garantizarlos. Este apoyo se brindará prioritariamente a las familias que asuman el cuidado de sus  niños, niñas y adolescentes en condición de discapacidad.” 

Se cerró el registro y el artículo 2º, con la modificación formulada por la H. S. Viviane Morales, fue aprobado con el siguiente resultado, por el sí quince (15) por el no cero (0).
b. Proposición de la H.S. Viviane Morales: “Modifíquese el artículo 4 del Proyecto de Ley, que quedará así:

Artículo 4°. El artículo 99 de la Ley 1098 de 2006, quedará así:
Artículo 99. Iniciación de la actuación administrativa.  El niño, la niña o adolescente, su representante legal, la persona que lo tenga bajo su cuidado o custodia, o cualquier persona, podrá solicitar ante el Defensor o Comisario de Familia, o en su defecto el Inspector de Policía la protección de los derechos de aquel cuando se encuentren vulnerados o amenazados.
Cuando del estado de verificación el Defensor o Comisario de Familia, o en su defecto el Inspector de Policía tengan conocimiento de la vulneración o amenaza de alguno de los derechos que este Código reconoce a los niños, las niñas y los adolescentes, dará apertura al Proceso Administrativo de Restablecimiento de Derechos, mediante auto contra el cual no procede recurso alguno.
En la providencia de apertura de investigación se deberá ordenar:
1. La identificación y citación de los representantes legales del niño, niña o adolescente, de las personas con quienes conviva o sean responsables de su cuidado, o de quienes de hecho lo tuvieren a su cargo, y de los presuntos implicados en la violación o amenaza de los derechos.
2. Las medidas de restablecimiento de derechos provisionales de urgencia que se requieran para la protección integral del niño, niña o adolescente.
3. Entrevista al niño, niña o adolescente en concordancia con los artículos 26 y 105 de este Código.
4. La práctica de las pruebas que estime necesarias para establecer los hechos que configuran la presunta vulneración o amenaza de los derechos del niño, niña o adolescente.
Parágrafo 1°. Si la autoridad competente advierte la ocurrencia de un posible delito, deberá denunciarlo ante la autoridad penal competente de manera inmediata.
Parágrafo 2°. En los casos de inobservancia de derechos, la autoridad administrativa competente deberá movilizar a las entidades que conforman el Sistema Nacional de Bienestar Familiar, dictando las órdenes específicas para garantizar los derechos de los niños, niñas y adolescentes de manera que se cumplan en un término no mayor a diez (10) días.”

No obstante, por solicitud del Senador Germán Varón Cotrino se eliminó la expresión “y de los presuntos implicados en la violación o amenaza de los derechos.”, quien manifestó que no sería lógico incluir dentro del proceso de restablecimiento de derechos a quien ha causado una agresión psicológica, física o maltratado al niño, niña o adolescente cuando no sean los padres, toda vez que para ello, ya estarían vinculadas en un proceso penal.

El Proyecto de Ley en el seno de la Comisión Primera de Senado fue aprobado, con las dos modificaciones que nos hemos permitido describir y dejando intactos el resto del cuerpo del articulado.

2.2. Trámite en Plenaria de Senado

Se nombra ponente para Plenaria al H.S. Germán Varón Cotrino, quien la presenta el 07 de junio de 2017. Se da debate en Plenaria de Senado el día 14 de junio de 2017, siendo aprobado en la misma sesión el articulado sin modificaciones de conformidad con el articulado para segundo debate como reposa en el expediente

2.3. Trámite en Cámara de Representantes.

El proyecto fue recibido en Comisión Primera de Cámara de Representantes el 21 de julio de 2017 y se designó como ponente al Representante Telésforo Pedraza Ortega, el día 26 de julio de los corrientes.

3. Objetivos del Proyecto.

El autor de la iniciativa sustenta el presente proyecto, con los siguientes objetivos:

1. Cualificar y unificar criterios frente al debido proceso que deben adelantar las autoridades administrativas y judiciales para adoptar las medidas de restablecimiento de derechos y definir la situación jurídica de los niños, niñas y adolescentes a favor de los cuales se adelantan Procesos Administrativos de Restablecimiento de Derechos (PARD);

2. Definir claramente el factor de competencia en los procesos que se adelantan en la etapa judicial de las solicitudes de adopción.

3. En la práctica, se ha evidenciado que no existe una interpretación y criterio unificado entre las autoridades administrativas y judiciales frente a algunos aspectos del debido proceso, toda vez que existen vacíos jurídicos que llevan a interpretaciones normativas que afectan el restablecimiento de derechos. Es por esto, que el proyecto busca agilizar y descongestionar el Proceso Administrativo de Restablecimiento de Derechos, para que de manera más eficiente, se logre definir la situación jurídica de los niños, niñas y adolescentes que ingresan al ICBF por vulneraciones o amenazas de derechos, lo que conllevaría, a que la autoridad administrativa determine en un tiempo máximo de 18 meses, incluyendo la medida de protección,  si el niño finalmente será reintegrado a su familia o si por el contrario es declarado en estado de adoptabilidad; para así restablecer  y garantizar el derecho a tener una familia.

4. El cambio en la estructura del Proceso Administrativo de Restablecimiento de Derechos, beneficia a los miles de niños, niñas y adolescentes a quienes se les inicia el Proceso Administrativo de Restablecimiento de Derechos por presentar sus derechos vulnerados o amenazados, especialmente los declarados en vulneración de derechos separados de sus familias sin declaratoria de adoptabilidad por períodos superiores a un año y que se encuentran en medio institucional. 

Para poder contextualizar esta problemática, a continuación, presentamos discriminadas las siguientes cifras oficiales del ICBF:
· Total casos PARD - Proceso Administrativo de restablecimiento de derechos.

Son los casos de los niños, niñas y adolescentes que se encuentran con Proceso Administrativo de restablecimiento de derechos activo. 

126.030 NIÑOS, NIÑAS Y ADOLESCENTES 

· De estos casos, a continuación realizamos la relación por sexo

	SEXO
	TOTAL

	FEMENINO
	69.796

	MASCULINO
	56.199

	SIN INFORMACION
	35

	TOTAL GENERAL
	126.030

	FUENTE: Sistema de Información Misional- SIM. (ICBF)
	




· De estos casos, a continuación, realizamos la relación por rango de edad

	RANGOS DE EDAD
	TOTAL

	0 - 5 AÑOS
	20.207

	6 - 11 AÑOS
	34.592

	12 - 17 AÑOS
	51.706

	MAYOR DE 18 AÑOS
	19.199

	SIN INFORMACION
	326

	TOTAL GENERAL
	126.030

	FUENTE: Sistema de Información Misional - SIM. (ICBF)
	


· De estos casos, a continuación, realizamos la relación por Situación jurídica:

	SITUACION JURIDICA
	TOTAL

	DECLARATORIA DE ADOPTABILIDAD
	11.945

	VULNERACIÓN DE DERECHOS
	99.253

	SIN DEFINIR SITUACION JURIDICA
	14.832

	TOTAL GENERAL
	126.030

	FUENTE: Sistema de Información Misional - SIM. (ICBF)
	


· De los casos con definición de la situación jurídica en vulneración de derechos, a continuación se refleja la medida de restablecimiento de derechos-ubicación:

	MEDIDA
	TOTAL

	Atención especializada en internado
	7.730

	Ubicación en Hogar Sustituto
	5.959

	Ubicación con familia de origen o familia extensa
	85.564

	TOTAL GENERAL
	99.253

	FUENTE: Sistema de Información Misional - SIM. (ICBF)
	

	
	


· De los procesos declarados en vulneración de derechos ubicados en Institución, a continuación se discriminan por tiempo de permanencia: 

	INTERNADO

	
	

	RANGOS DE PERMANENCIA
	TOTAL

	MENOR A 6 MESES
	874

	ENTRE 6 MESES Y 1 AÑO
	1.788

	MAYOR A 1 AÑO
	5.068

	TOTAL GENERAL
	7.730

	FUENTE: Sistema de Información Misional  SIM. (ICBF)
	

	
	


· De los procesos declarados en vulneración de derechos ubicados en hogar sustituto, a continuación se discriminan por tiempo de permanencia:
	HOGAR SUSTITUTO

	
	

	RANGOS DE PERMANENCIA
	TOTAL

	MENOR A 6 MESES
	795

	ENTRE 6 MESES Y 1 AÑO
	1.625

	MAYOR A 1 AÑO
	3.539

	TOTAL GENERAL
	5.959


FUENTE: Sistema de Información Misional - SIM. (ICBF)

En el gran logro de los objetivos esenciales del proyecto, ha estado totalmente identificado el ICBF, así como las organizaciones encargadas de adopción, cuyos comentarios han sido muy importantes para mí como ponentes.

4. Contenido del Proyecto.
El proyecto contiene 14 artículos que modifican parcialmente el código de infancia y adolescencia. Los cambios fundamentales frente al debido proceso que nos propone el articulado son los siguientes:
Artículo 1. Propone principalmente, los siguientes cambios al artículo 52 de la Ley 1098 de 2006:

- Emitir acto administrativo para legalizar la realización de la verificación de derechos.

- Eliminar dentro de la verificación de derechos, el estado de salud física como responsabilidad del equipo técnico interdisciplinario de la Defensoría de Familia, toda vez que la competencia y la entidad idónea para ello, es salud. 

- Se establece que los profesionales del equipo técnico deberán emitir informes que servirán de prueba y no solo como insumo para definir el trámite a seguir.

- Se aclara que en el evento en que el niño no se encuentre ante la Autoridad Administrativa, la verificación deberá realizarse dentro de los diez días (10) siguientes a partir del conocimiento de la presunta vulneración.

- Se aclara, que en el evento en que la verificación de derechos arroje que es un asunto conciliable, se deberá dar aplicación a lo establecido en la normatividad que regula este trámite, el cual actualmente, corresponde a la Ley 640 de 2001. 

- Así mismo, establece que en el caso en que fracase la conciliación, la autoridad administrativa tendrá la facultad de emitir Resolución motivada para fijar las obligaciones provisionales frente a custodia, visitas y alimentos.

Artículo 2. Propone principalmente, los siguientes cambios al artículo 56 de la Ley 1098 de 2006:
- La búsqueda de parientes para la ubicación en medio familiar, se realizará en el marco de la actuación administrativa. Consideramos apropiadas las observaciones del ICBF para que éste articulo quede tal como lo presentó el autor.
Artículo 3. Propone principalmente, los siguientes cambios al artículo 87 de la Ley 1098 de 2006:

- Se considera pertinente eliminar éste artículo, ya que mediante Decreto 1479 de 04 de septiembre de 2017, el ICBF dispuso la creación de 3.737 empleos en la planta de personal, entre ellos 328 defensores de familia y 2.707 profesionales para conformar los equipos técnicos interdisciplinarios de las Defensorías de Familia. Lo anterior, garantizará la prestación continúa del servicio, así como la descongestión y optimización de los procesos administrativos de restablecimiento de derechos que se adelantan en el ICBF.
Artículo 4. Propone principalmente, los siguientes cambios al artículo 99 de la Ley 1098 de 2006:

- Se aclara que cualquier persona podrá solicitar la protección de los derechos de un niño, niña o adolescente. 

- Así mismo, se resalta que la autoridad administrativa una vez conoce de una situación de presunta inobservancia, amenaza o vulneración a los derechos de los menores de edad, podrá dar apertura al Proceso Administrativo de Restablecimiento, a través de auto frente el cual no procederá ningún recurso, aun cuando el caso no sea de su competencia, en los términos del artículo 98 de la Ley 1098 de 2006.

- Adicionalmente, prevé que en el auto de apertura de investigación del Proceso Administrativo de Restablecimiento de Derechos, no será necesaria la identificación y citación de las personas implicadas en la afectación a los derechos del niño, niña o adolescente, cuando no son sus representantes legales o cuidadores.

- Se resalta que en el auto de apertura, la autoridad administrativa deberá ordenar entrevista con el menor de edad, de acuerdo a lo consagrado en los artículos 26 y 105 de la ley 1098 de 2006.

- Por otro lado, se indica la obligación que tiene la autoridad administrativa de denunciar ante la fiscalía en caso de advertir la ocurrencia de un delito, incluso desde el inicio de la actuación administrativa.

- Finalmente, hace referencia a que en aquellos eventos de inobservancia de derechos, la autoridad administrativa deberá ordenar en el auto de apertura la movilización del Sistema Nacional de Bienestar Familiar, con el propósito de superar la situación.

Artículo 5. Propone principalmente, los siguientes cambios al artículo 100 de la Ley 1098 de 2006:

- Se establece que si una vez adelantada la verificación de derechos la autoridad administrativa decide dar apertura al Proceso Administrativo de Restablecimiento, se iniciará la actuación administrativa conforme lo establece el mismo artículo.

- En cuanto a las pruebas del proceso, se aclara que en todo caso la autoridad administrativa deberá practicar aquellas que fueron decretadas, pues de lo contrario deberá mediante auto motivado revocar su decreto. Así mismo, se resaltó que frente a aquellas pruebas practicadas antes de la audiencia de pruebas y fallo se correrá traslado para que las partes se pronuncien de acuerdo a la legislación civil.

- Se fija un término para resolver el recurso de reposición de 10 días siguientes a su formulación. 

- De igual forma, se modifica el término para que las partes o el Ministerio Público solicite de forma motivada la homologación del fallo de 5 a 15 días, unificando el término tanto para la declaratoria de adoptabilidad y vulneración de derechos.

- Se fija como término para que el juez se pronuncie respecto a la homologación del fallo, 20 días contados a partir del día siguiente de la radicación del proceso, so pena que se promueva la investigación disciplinaria a que haya lugar.

- Se establece como término para resolver la situación jurídica del niño, niña o adolescente 6 meses improrrogables desde el conocimiento de la presunta amenaza o vulneración.

- En caso de pérdida de competencia o interposición del recurso de reposición, la autoridad administrativa contará con 3 días para remitir la historia de atención al juez de familia, que contará con 2 meses para resolver. Si la autoridad administrativa no remite la historia en el término establecido, el Director Regional del ICBF se encontrará facultado para hacerlo.

- Ante el vencimiento de los 2 meses para fallar, el juez de familia también perderá competencia y deberá remitirlo al juez de familia que le siga en turno, situación que se pondrá en conocimiento del Consejo Superior de la Judicatura.

- Se aclara que si la autoridad administrativa evidencia vulneración de derechos susceptibles de conciliación durante cualquier etapa procesal, deberá promoverla y en caso de resultar fallida podrá fijar provisionalmente alimentos, visitas y custodia.

- De igual manera, se consagra el trámite para subsanar los yerros que se produzcan durante la actuación administrativa. Por lo que, la autoridad administrativa podrá decretar la nulidad de la actuación viciada siempre y cuando se encuentre durante el término de 6 meses para fallar, de lo contrario deberá remitir el proceso al juez de familia para que determine si hay lugar a decretar la nulidad de lo actuado y resuelva de fondo la situación jurídica del niño, niña y adolescente.
- Ante vacío jurídico en el Proceso Administrativo de Restablecimiento de Derechos, se aplicará lo dispuesto en la legislación procesal civil vigente.
- Finalmente se establece que cuando la actuación administrativa culmina con la resolución que deja en firme el consentimiento para la adopción, se deberá agotar lo dispuesto en los incisos 2° y 3° del artículo 108 de la Ley 1098 de 2006.
Artículo 6. Propone principalmente, los siguientes cambios al artículo 102 de la Ley 1098 de 2006:

- Se aclara que en caso de que no se conozca el paradero y la identidad de quienes deben ser notificados del auto de apertura del Proceso Administrativo de Restablecimiento de Derechos, el mismo se entenderá notificado, si después de 5 días a partir del cumplimiento del término establecido para las publicaciones, el citado no comparece.

Artículo 7. Propone principalmente, los siguientes cambios al artículo 103 de la Ley 1098 de 2006:

- Se propone eliminar que el seguimiento de la medida sea únicamente cuando la medida de restablecimiento es el medio institucional, ya que se debe dejar abierto el seguimiento para todos los casos en que se declare vulneración de derechos al niño, niña o adolescente.

- Se aclara que las medidas de restablecimiento de derechos podrán ser modificadas por la autoridad administrativa que se encuentre tramitando el proceso, cuando las circunstancias así lo ameriten.

- De igual forma, se establece que cuando la modificación de las medidas se realice después de la audiencia de pruebas y fallo, dicha modificación se proferirá en audiencia y mediante resolución susceptible de los mecanismos de oposición descritos en el artículo 100.

- Por el contrario, cuando la modificación de la medida de restablecimiento de derechos se realice antes de la audiencia de pruebas y fallo, esta modificación se adelantará por medio de auto motivado notificado por estado, el cual no será susceptible de recursos.

- Cuando se declare en vulneración de derechos, se prevé el seguimiento por parte de la autoridad administrativa por un término no mayor a 6 meses, término en el que deberá decidir de fondo la situación jurídica.

- Así mismo, se establece que de manera excepcional, la autoridad administrativa mediante resolución podrá prorrogar el término de seguimiento por 6 meses más, la cual deberá notificarse por estado.

- En este mismo sentido, se fija como término máximo para el seguimiento, 18 meses a partir del conocimiento de los hechos que originaron la apertura del proceso, en donde la autoridad administrativa deberá decidir de fondo la situación jurídica.

- Por último, se aclara que en caso de que la autoridad administrativa deje vencer el término para resolver sobre el reintegro o la adoptabilidad, o supere el término de seguimiento sin haber decretado la prórroga, perderá competencia y deberá remitir la historia de manera inmediata al juez de familia, quien contará con 2 meses para resolver.

Artículo 8. Propone principalmente, los siguientes cambios al artículo 107 de la Ley 1098 de 2006
- Se elimina el Parágrafo 1°, porque en el artículo 100 se unifica el término para oponerse y remitir a homologación.

Artículo 9. Propone principalmente, los siguientes cambios al artículo 108 de la Ley 1098 de 2006

- Se específica que la oposición se pudo haber ejercido en cualquier momento de la actuación, no solo dentro de la actuación administrativa e igualmente especifica en cuanto a la referencia de los requisitos del artículo 100 del CIA.

- La declaratoria de adoptabilidad deberá solicitarse la inscripción en el libro de varios y en el registro civil del menor de edad de manera inmediata a la ejecutoria. La Registraduría del Estado Civil deberá garantizar que esta anotación se realice en un término no superior a diez (10) días a partir de la solicitud de la autoridad.

- Uno vez hecho el registro anterior el defensor de familia deberá remitir la historia de atención al Comité de Adopciones de la regional correspondiente, en un término no mayor a diez (10) días.

- Una vez en firme la providencia de adoptabilidad o el acto de voluntad de darlo en adopción, no podrá adelantarse proceso alguno de reclamación de la paternidad, o maternidad, ni procederá el reconocimiento voluntario del niño, niña o adolescente, y de producirse serán nulos e ineficaces de pleno derecho.

Artículo 10. Propone principalmente, los siguientes cambios al artículo 110 de la Ley 1098 de 2006
- Teniendo en cuenta que se dificulta la salida del país para niños Colombianos con residencia en el exterior, que al momento de retornar al país que residen no cuentan con el permiso requerido para salir del territorio colombiano. Éste artículo, propone que la salida del país de los menores de edad con residencia en el exterior se permita sin requerir la autorización de ambos representantes legales, sino que únicamente con el certificado de residencia habitual del niño en el exterior y con el documento que defina la custodia del niño en cabeza de uno de sus progenitores; en los casos en los que el menor de edad con residencia habitual en el exterior, igual o superior a un (1) año vaya a salir del país con un tercero, deberá contar con el permiso de salida otorgado por el progenitor que ostente la custodia. Para los menores de edad que tengan una residencia en otro país menor a un año, deberán obtener previamente el permiso de aquel con quien no viajaré o el de aquellos, debidamente autenticado ante notario o autoridad consular. Dicho permiso deberá contener el lugar de destino, el propósito del viaje y la fecha de salida e ingreso al país. 
- En el numeral 3 de las reglas que deben seguir los Defensores der familia para otorgar el permiso, se agregó que también se oficiará a Migración Colombia si existe impedimento para salir del país del menor de edad.

- Se corrigió lo referente al DAS agregando que se remitirán copias también a la Unidad Administrativa Especial Migración Colombia. 

Artículo 11. Propone principalmente, los siguientes cambios al artículo 124 de la Ley 1098 de 2006

- Se propone la necesidad de dar claridad y precisión al factor de competencia territorial. El factor debe ser definido a través del domicilio de la persona natural adoptante cuando esta se encuentre a cargo del niño, niña o adolescente a adoptar.
-  Se amplía el factor de competencia territorial, cuando las familias adoptantes son extranjeras,  se establece que será competente cualquier juez del país.

Artículo 12. Propone principalmente, los siguientes cambios al artículo 126 de la Ley 1098 de 2006

- Se propone la entrega de las copias y del oficio de manera inmediata a la notificación del fallo por parte del juez de familia. En garantía de que los derechos de los niños, niñas y adolescentes sean restablecidos a la mayor brevedad posible y por ende el de sus familias.
- Respecto al numeral 4, se propone que por lo menos uno de los adoptantes, deberá concurrir personalmente al juzgado a recibir la notificación de la sentencia

Artículo 13. Propone principalmente, los siguientes cambios al artículo 127 de la Ley 1098 de 2006

- Proteger el derecho a la salud de los niños, niñas o adolescentes adoptados por extranjeros y durante el tiempo que se encuentre en el país, se incluirá la garantía del derecho a ser vinculado al sistema de salud

- Para prevenir situaciones que pongan en riesgo la salud de los menores durante el tiempo del trámite de adopción
Artículo 14. Transición y vigencia de la ley.

4.1 Diferencia del Proceso Administrativo de Restablecimiento de Derechos actual con el Proyecto de Ley:

· Proceso actual:
	4 meses
	2 meses
	Seguimiento- Tiempo indefinido

	Inicio del proceso
Termina declarando al niño, niña o adolescente en vulneración de derechos (con medida en ubicación en medio familiar o institucional) o en adoptabilidad.


	Casos excepcionales en los cuales se solicita al Director Regional prórroga para fallar el proceso.
	En este periodo la Autoridad realiza seguimiento y puede modificar la medida o la definición de la situación jurídica, así:

· Cerrar el proceso y dar por terminada la medida cuando el niño estaba ubicado con su familia y se evidencia que ya se superó la vulneración de derechos.

· Reintegrar el niño, niña o adolescente a su medio familiar si estaba institucionalizado y ordenar continuar con el seguimiento.

· Declararlo en adaptabilidad cuando se evidencia que la familia no es garante.

Importante. Actualmente las decisiones que se deben adoptar como producto del seguimiento, no tienen un término, razón por la cual, en muchos casos se extienden por más de un año (hasta 18 años), dejando a los menores de edad en un limbo jurídico, especialmente cuando están declarados en vulneración de derechos y en medio institucional, toda vez que no se reintegra con la familia y tampoco se declaran en adoptabilidad para garantizar el derecho a tener una familia por medio de la adopción.


· Proceso propuesto en el Proyecto de Ley:
	6 meses (no prorroga)
	6 meses
	6 meses

	Inicio del proceso.
Termina declarando al niño, niña o adolescente en vulneración de derechos (con medida en ubicación en medio familiar o institucional) o en adoptabilidad.

	Cuando son declarados en vulneración de derechos se realiza seguimiento a la medida. 

Durante éste tiempo, la Autoridad debe definir si reintegra al menor de edad a su medio familiar o lo declara en adoptabilidad.
	Casos excepcionales. En aquellos casos en que la Autoridad, en el tiempo de 12 meses, no logre definir de fondo la situación jurídica del menor de edad, contará con un término excepcional de prórroga de seguimiento de 6 meses más, para un total de 18 meses (el cual debe estar justificado mediante acto administrativo) 

Durante éste tiempo la Autoridad debe definir si reintegra al menor de edad a su medio familiar o lo declara en adoptabilidad, so pena de perder competencia.


4.2 Caso donde se observan las ventajas que conlleva los términos que propone el proyecto respecto al Proceso Administrativo de Restablecimiento de Derechos:

Teniendo en cuenta la realidad actual, es pertinente presentar un ejemplo en un caso, donde se pueden vislumbrar las ventajas que conlleva los términos que propone el proyecto respecto al Proceso Administrativo de Restablecimiento de Derechos:

El día 4 de marzo del año 2012, reportaron en un Centro Zonal el caso del niño Juan Méndez de 9 años, víctima de presunto abuso sexual

Recibida la solicitud, el día 5 de marzo, el Defensor de Familia y su equipo técnico interdisciplinario (trabajador social, psicólogo y nutricionista), realizaron la verificación de derechos.

Del resultado de la verificación de derechos, se determinó que Juan Méndez tenía vulnerado el derecho a la integridad personal, razón por la cual, el Defensor de Familia mediante auto de apertura a la investigación, ordenó notificar a los representantes legales y como medida de restablecimiento de derechos, ubicó al niño en hogar sustituto.

Asimismo, se remitió al niño atención especializada para el abordaje de la violencia sexual.

Los padres  fueron notificados  y en las valoraciones de trabajo social y piscología se determinó que no tenían condiciones para garantizar los derechos del niño. Al respecto se estableció un programa de trabajo para abordar la problemática de consumo de la familia que los ha llevado a la vida en calle, remitiendo los padres al sector salud. 

En el transcurso de 3 meses fueron ordenadas y practicadas pruebas tendientes a la búsqueda de familia extensa o redes vinculares que puedan garantizar los derechos de los niños, pero no se lograron resultados positivos. La familia extensa no quería asumir el cuidado del niño. 

Durante ese tiempo, la progenitora del niño, abandonó el programa de rehabilitación y presenta recaída en su proceso, consumiendo de forma habitual sustancias psicoactivas y perdiendo contacto total con el niño.

El 1° de Julio de 2012, en audiencia de práctica de pruebas y fallo, el niño fue declarado en vulneración de derechos con ubicación en hogar sustituto y se continúa el fortalecimiento de la red familiar paterna quienes apoyan al progenitor del niño para que continúe el proceso de rehabilitación . 

A la audiencia asistieron los padres y no se opusieron al fallo.

El padre del niño, pasados 6 meses, en enero del año 2013, tuvo una recaída que interrumpió el proceso, presentando consumo de sustancias y evasión del programa por períodos de días y a veces semanas. Durante ese tiempo no visitó al niño. 

El 15 de marzo de 2013, retoma el proceso de rehabilitación, comprometiéndose a cumplir con las visitas autorizadas con el niño para fortalecer el vínculo. El centro de rehabilitación informa que el padre necesita internamiento de 6 meses, para lograr el éxito en el proceso.  Pasados 5 meses, abandona el programa (agosto de 2013). 

Asiste a las visitas programadas con el niño, durante los meses de septiembre a noviembre de 2013. En diciembre de 2013, no vuelve a visitar al niño, la familia reporta desconocer el paradero del padre. 

En marzo del 2014, el padre llama al Centro Zonal, relata estar nuevamente en tratamiento y visita nuevamente al niño, en ese proceso permanece 6 meses, abandonando el programa (agosto, septiembre de 2014). Durante los meses de octubre de 2014 a abril de 2015, visita de forma esporádica al niño y a partir de mayo de 2015 no lo vuelve a visitar o a tener contacto por medio tecnológico con el niño. 

Luego de 4 años y 6 meses, se realiza un estudio de caso entre el equipo del operador y el de la Defensoría de Familia, en donde se establece que los padres no presentan un compromiso constante para rehabilitarse y poder ser garante de los derechos de sus hijos, razón por la cual, la Autoridad Administrativa declara el niño en adoptabilidad el 10 de septiembre de 2016, quien actualmente cuenta con 13 años. Como se evidencia, la actual norma no establece un tiempo de seguimiento y esto conlleva a que los niños permanezcan en declaratoria de vulneración de derechos por tiempo indeterminado, toda vez que las Autoridades Administrativas no se ven obligadas a un término legal. Como en el caso planteado, esto conllevó a que un niño permaneciera más de 4 años en una institución con unos padres que nunca fueron constantes en el proceso y que por el contrario le estaban generando una inestabilidad emocional al niño. Dicho ejemplo, se presenta en el mejor de los casos, ya que en realidad en Colombia hay niños que cumplen la mayoría de edad sin que se les defina su situación y se les garantice el derecho a tener una familia en óptimas condiciones. 
· Cuadro de tiempo del trámite con el actual proceso respecto al ejemplo:

	Término para definir la situación en vulneración de derechos o declaratoria de adoptabilidad 

(4 meses, prórroga excepcional de 2 meses)
	Seguimiento

(Tiempo indefinido)
	Término para restablecer los derechos con reintegro a la familia o declaratoria de adoptabilidad. 

(Tiempo indefinido)

	Solicitud: 4 de marzo de 2012.

Fallo vulneración de derechos: 1 de julio de 2012.
	1 de julio de 2012 a septiembre de 2016
	10 de septiembre de 2016:

Fallo declaratoria de adoptabilidad.

	Total: 4 años y 6 meses.


Con la propuesta del proyecto, se busca fortalecer el proceso, limitando el tiempo de permanencia del niño en situación de vulneración de derechos, garantizándole al menor de edad el derecho a tener una familia. 

Al respecto, se busca poner un límite de tiempo para evidenciar si las familias realmente se encuentran comprometidas con los procesos de atención que buscan fortalecer el vínculo y generar las condiciones adecuadas para garantizar los derechos de los niños, niñas y adolescentes, evitando con ello, que la Ley sea laxa en las responsabilidades parentales y así poder dar cumplimiento al interés superior del niño y la prevalencia de sus derechos.

En ese orden, para el caso expuesto, al aplicarse el proceso planteado en el proyecto de Ley, una vez Juan ingresa a protección, el Defensor de Familia deberá adoptar la medida de reintegro o adoptabilidad en un término no superior a 18 meses. Así:

· Juan ingresa por presunto abuso el 4 de marzo de 2012. 

· Se adelanta verificación de derechos y se apertura el proceso el 5 de marzo, ubicando al niño en hogar sustituto. 

· El niño es declarado en vulneración de derechos el 1° de septiembre de 2012.

· Se adelantan acciones de fortalecimiento a la familia y seguimiento a la medida durante 6 meses. 

· En marzo de 2013 se prorroga el término de seguimiento debidamente fundamentado.

· El 4 de septiembre de 2013 como término máximo para definir la situación, la Autoridad Administrativa debe determinar la medida de restablecimiento de derechos o declaratoria de adoptabilidad. 
· Cuadro de tiempo del trámite propuesto. 

	Término para definir la situación en vulneración de derechos o declaratoria de adoptabilidad 

(6  meses)
	Seguimiento

(6 meses)
	Prórroga del seguimiento y tiempo máximo para restablecer los derechos: con reintegro a la familia o declaratoria de adoptabilidad. 

(6 meses)

	Solicitud: 4 de marzo de 2012.

Fallo vulneración de derechos: 1 de septiembre de 2012.
	1 de septiembre de 2012 a 

1 de marzo de 2013.
	Fallo en declaratoria de adoptabilidad el 4 de septiembre de 2013

	Total: 18 meses.


4.3 Presupuesto con el cual sostiene el ICBF a un niño bajo protección:
De acuerdo con la gráfica que se relaciona a continuación, la ubicación de un niño en la modalidad hogar sustituto en el año 2013, tuvo un valor de $ 637.619 mensual, y en medio institucional $1.056.135; este valor cupo ha sido incrementado anualmente ajustándolo al aumento del costo de vida. Actualmente, en el año 2017 la ubicación de un niño en la modalidad hogar sustituto, tiene un valor de $ 937.324 mensual y $1.393.518 en medio institucional.

[image: image1.png]VALOR PROMEDIO TARIFAS

$1.600.000
$1.393.518

$1.400.000
$1.155.108

$200000 $1.056.135 $1.088.799 $1.121.464
$1.000.000 59373

$800.000 $768.9 $791.9

$637.6 $657.3

$600.000

$400.000

$200.000

S

VALOR PROMEDIOVALOR PROMEDIO VALOR PROMEDIOVALOR PROMEDIO VALOR PROMEDIO
TARIFA 2013 TARIFA 2014 TARIFA 2015 TARIFA 2016 TARIFA 2017

W HOGARES SUSTITUTOS ~ ® INTERNADOS




Fuente: Cálculos Dirección de Protección (ICBF)
A   continuación se relaciona la inversión anual que el ICBF ha realizado en las modalidades hogar sustituto e internado. Así: en el año 2013, el costo anual fue de 239.308.503.975 y para lo que va del año 2017, con corte 31 de agosto de 2017, el valor es de 368.654.498.227.

[image: image2.png]$400.000.000.000

$350.000.000.000

$300.000.000.000

$250.000.000.000

$200.000.000.000

$150.000.000.000

$100.000.000.000

$50.000.000.000

INVERSION TOTAL POR ANOS

VALOR VALOR VALOR VALOR VALOR
OBLIGADO 2013 OBLIGADO 2014 OBLIGADO 2015 OBLIGADO 2016 PROGRAMADO
A31DEAGOSTO

DEL 2017




Fuente: Cálculos Dirección de Protección (ICBF)
4.4 Solicitudes de adopción que tiene el ICBF actualmente
	No. Familias Colombianas en lista de espera
	No. Familias Extranjeras en lista de espera
	Total

	345
	1136
	1481


Fuente: SIM Módulo de Adopciones (ICBF)
Nota: Tan solo el 5% de estas familias extranjeras aceptaría niños, niñas y adolescentes con características y necesidades especiales

En la tabla que presentamos a continuación, discriminamos el porcentaje de familias que están en lista de espera de acuerdo a la edad de los niños que desean adoptar. 
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Fuente: SIM Módulo de Adopciones (ICBF)

Es decir, la mayoría de familias, el 68 %, esperan adoptar niños de 0 a 4 años y un 10% de 5 a 6 años, descendiendo el porcentaje de las familias por aumento en la edad de los niños y cuando son grupos de hermanos.  

Actualmente, existen en los servicios de protección del ICBF 92 niños y niñas en situación de adoptabilidad sin características y necesidades especiales. Los niños que se presentan en comité de adopciones sin características y necesidades especiales y cuyo proceso administrativo de derechos fue adelantado conforme a lo establecido en la Ley, tienen asignación de familia de manera inmediata, cuando las familias han cumplido con el proceso descrito anteriormente.

Para aquellos niños que presentan características y necesidades especiales generalmente no es posible asignarles familia de forma inmediata, por lo tanto requieren de mayor dedicación y gestiones para lograr asignarles familia. Es mínimo el porcentaje de familias que manifiestan la intención de adoptar niños que presentan estas circunstancias.

Son niños, niñas y adolescentes de características y necesidades especiales quienes:

· Tienen diez (10) años o más.

· Pertenecen a un grupo de dos o más hermanos, donde uno de ellos tenga de diez (10) años en adelante.

· Pertenece a un grupo de tres o más hermanos.

· Tiene cualquier edad y presenta alguna discapacidad permanente 
· Tiene cualquier edad y presenta alguna enfermedad crónica grave o condición que requiere atención especializada del sistema de salud. Por ejemplo, parálisis cerebral, retardo mental moderado, grave o severo, hidrocefalia, microcefalia, VIH, pie equino, retraso en el desarrollo, problemas respiratorios, paladar hendido, hipotiroidismo, cardiopatías congénitas, sífilis congénita, hipoacusia, secuelas de abuso sexual, problemas graves de conducta o aprendizaje, trastornos generalizados del desarrollo, entre otras.

En la siguiente tabla, podemos ver los niños, niñas y adolescentes en situación de adoptabilidad con características  y necesidades especiales sin familia adoptiva:
[image: image4.png]@ Esseguro | https://outlook.live.com/owa/projection.aspx Q

9 Responderatodos|v i Eiminar Comeonodeseado |V e

[ v [p—
e . o o
184 o Y ) 13%
- FE—— .
Ty w i = =
saitatr = £ o Fim
7 <ssior s r i rm 24%
Ty = P —— £ 87%
total> 18 ahes 2687 s 6 ) } 63%
e [ o [ s [ ven | men

Nifios SIN caracteristicas y necesidades especiales:
Existen en los servicios de proteccién del ICBF 92 nifios y nifias en situacion de adoptabilidad SIN caracteristicas y necesidades especiales.

Para estos niios sin caracteristicas y necesidades especiales se cuenta con solicitudes de ‘adoptante aprobada y en lista de espera, los cuales en cuanto son presentados a los Comi
Autoridad Competente, se les restablece el derecho a tener una familia a través de la adopcion de manera inmediata.

de Adopciones, previa situacion de adoptabilidad ejecutoriada definida por la

FAMILIAS EN LISTA DE ESPERA:

o Familts Colombianas en | 1o Famiias Extranjeras en fsta ol
lista de espera deespera

ES 56 T

T —
Fera e 3 e e 2087

Nota: tan solo el 5% de estas familias extranjeras aceptaria n nifio, nifia 0 adolescente con caracteristicas y necesidades especiales

Edwin Alejanaro Ruiz Aguilera
Profesional

Subdireccion de Adopciones
Sede de la Direccion General
Aycra 68 No B4C.75
4377630 ext 101127

e gt s Saencs e w
01800091 80 80 B oo
WWWCHEGOVC)  Flebemasnke




        Fuente: SIM Módulo de Adopciones (ICBF)
Cabe resaltar que para ellos el ICBF actualmente cuenta con estrategias que permitan movilizar los casos en busca de familias que acepten el perfil de esta población, como vacaciones en el extranjero y en Colombia; plan super amigos, entre otras.

4.5 Impacto del Proyecto de Ley sobre el proceso de adopción 
En éste punto se resalta que al definirse la situación jurídica del niño, niña o adolescente de manera oportuna en declaratoria de adoptabilidad, se agiliza el proceso de adopción, toda vez que los niños pueden ser presentados al Comité de Adopciones e iniciar el trámite para ubicar una familia en un tiempo más corto al que se da actualmente. Es decir, se reducen los términos, lo cual implica aumentar las posibilidades de adopción de los menores de edad. 

Al respecto, queremos evidenciar que el proceso de adopción, inicia una vez el niño se encuentra con declaratoria de adoptabilidad en firme, razón por la cual es muy importante que los niños no duren años en los servicios de protección sin definición de situación jurídica, sino que se logre 
definir la situación en un tiempo oportuno que le permita a los menores de edad la oportunidad de tener una familia.  A continuación, presentamos en una gráfica general el proceso de adopción: 
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Fuente: SIM Módulo de Adopciones (ICBF)                                                                                                                                                                          
Es decir, si logramos que los niños, niñas y adolescentes lleguen en un tiempo corto al Comité de Adopciones se aumentan las posibilidades de garantizar el derecho a tener una familia de los menores de edad que carecen de una familia biológica garante de derechos. 

5. Pliego de modificaciones:
	LEY 1098 DE 2006. CÓDIGO DE LA INFANCIA Y LA ADOLESCENCIA
	TEXTO APROBADO SENADO
	MODIFICACIONES PROPUESTAS PONENCIA COMISION PRIMERA CÁMARA

	ARTÍCULO 56. Ubicación en medio familiar.  Artículo modificado por el artículo 217 de la Ley 1753 de 2015. El nuevo texto es el siguiente: Es la ubicación del niño, niña o adolescente con sus padres, o parientes cuando estos ofrezcan las condiciones para garantizarles el ejercicio de sus derechos y atendiendo su interés superior.

La búsqueda de parientes para la ubicación en medio familiar, cuando a ello hubiere lugar, se realizará en el marco de la actuación administrativa, esto es, durante los cuatro meses que dura la misma, o de la prórroga si fuere concedida, y no será excusa para mantener al niño, niña o adolescente en situación de declaratoria de vulneración. Los entes públicos y privados brindarán acceso a las solicitudes de información que en dicho sentido eleven las Defensorías de Familia, las cuales deberán ser atendidas en un término de diez (10) días. El incumplimiento de este término constituirá causal de mala conducta.

Si de la verificación del estado de sus derechos se desprende que la familia carece de recursos económicos necesarios para garantizarle el nivel de vida adecuado, la autoridad competente informará a las entidades del Sistema Nacional de Bienestar Familiar para que le brinden a la familia los recursos adecuados mientras ella puede garantizarlos.


	Artículo 2°. El artículo 56 de la Ley 1098 de 2006, quedará así:

Artículo 56. Ubicación en medio familiar. Es la ubicación del niño, niña o adolescente con sus padres, o parientes cuando estos ofrezcan las condiciones para garantizarles el ejercicio de sus derechos y atendiendo su interés superior.

Dicha búsqueda se realizará principalmente entre los parientes hasta el tercer grado de consanguinidad o segundo de afinidad, sin perjuicio de otros parientes que, de presentarse, puedan ofrecer a los menores las condiciones adecuadas para el ejercicio de sus derechos.

La búsqueda de parientes para la ubicación en medio familiar, cuando a ello hubiere lugar, se realizará en el marco de la actuación administrativa, esto es, durante los seis (6) meses del término inicial para resolver su situación legal y no será excusa para mantener al niño, niña o adolescente en situación de declaratoria de vulneración. Los entes públicos y privados brindarán acceso a las solicitudes de información que en dicho sentido eleven las Defensorías de Familia, las cuales deberán ser atendidas en un término de diez (10) días. El incumplimiento de este término constituirá causal de mala conducta.

Si de la verificación del estado de sus derechos de los niños, niñas y adolescentes, se desprende que la familia carece de recursos económicos básicos para garantizarle el ejercicio de tales derechos, la autoridad competente informará a las entidades del Sistema Nacional de Bienestar Familiar para que, estudiado el caso y de acuerdo con otras condiciones de vulnerabilidad, le brinden a la familia el apoyo necesario mientras ella puede garantizarlos. Este apoyo se brindará prioritariamente a las familias que asuman el cuidado de sus niños, niñas y adolescentes en condición de discapacidad.
	Artículo 2°. El artículo 56 de la Ley 1098 de 2006, quedará así:
Artículo 56. Ubicación en medio familiar. Es la ubicación del niño, niña o adolescente con sus padres, o parientes cuando estos ofrezcan las condiciones para garantizarles el ejercicio de sus derechos y atendiendo su interés superior.
La búsqueda de parientes para la ubicación en medio familiar, cuando a ello hubiere lugar, se realizará en el marco de la actuación administrativa, esto es, durante los seis (6) meses del término inicial para resolver su situación legal y no será excusa para mantener al niño, niña o adolescente en situación de declaratoria de vulneración. Los entes públicos y privados brindarán acceso a las solicitudes de información que en dicho sentido eleven las Defensorías de Familia, las cuales deberán ser atendidas en un término de diez (10) días. El incumplimiento de este término constituirá causal de mala conducta.
Si de la verificación del estado de sus derechos se desprende que la familia carece de recursos económicos necesarios para garantizarle el nivel de vida adecuado, la autoridad competente informará a las entidades del Sistema Nacional de Bienestar Familiar para que le brinden a la familia los recursos adecuados mientras ella puede garantizarlos.


	Artículo 87. Atención permanente.  Reglamentado por el Decreto Nacional 4840 de 2007. Los horarios de atención de las Defensorías de Familia y Comisarías de Familia serán permanentes y continuos, a fin de asegurar a los niños, las niñas y los adolescentes la protección y restablecimiento de sus derechos. El Estado deberá desarrollar todos los mecanismos que se requieran para dar cumplimiento a esta disposición.
	Artículo 3°. El artículo 87 de la Ley 1098 de 2006, quedará así:
Artículo 87. Atención permanente. Los horarios de atención de las Defensorías de Familia y Comisarías de Familia serán permanentes y continuos, a fin de asegurar a los niños, las niñas y los adolescentes la protección y restablecimiento de sus derechos.
Para el efecto, las autoridades administrativas y los integrantes de sus equipos técnicos interdisciplinarios podrán percibir el pago de horas extras y del trabajo ocasional en días dominicales y festivos, cuando se requiera por necesidad del servicio.
	Artículo 3°. El artículo 87 de la Ley 1098 de 2006, quedará así:
Artículo 87. Atención permanente. Los horarios de atención de las Defensorías de Familia y Comisarías de Familia serán permanentes y continuos, a fin de asegurar a los niños, las niñas y los adolescentes la protección y restablecimiento de sus derechos.
Para el efecto, las autoridades administrativas y los integrantes de sus equipos técnicos interdisciplinarios podrán percibir el pago de horas extras y del trabajo ocasional en días dominicales y festivos, cuando se requiera por necesidad del servicio.

	Artículo 103.  Carácter transitorio de las medidas.   La autoridad administrativa que haya adoptado las medidas de protección previstas en este Código podrá modificarlas o suspenderlas cuando esté demostrada la alteración de las circunstancias que dieron lugar a ellas. La resolución que así lo disponga se notificará en la forma prevista en el inciso 3o del artículo anterior y estará sometida a la impugnación y al control judicial establecidos para la que impone las medidas.

Este artículo no se aplicará cuando se haya homologado por el juez la declaratoria de adoptabilidad o decretado la adopción.


	Artículo 7°. El artículo 103 de la Ley 1098 de 2006, quedará así:
Artículo 103. Carácter transitorio de las medidas de restablecimiento de derechos y de la declaratoria de vulneración. La autoridad administrativa que tenga la competencia del proceso podrá modificar las medidas de restablecimiento de derechos previstas en este Código cuando esté demostrada la alteración de las circunstancias que dieron lugar a ellas. La resolución que así lo disponga se proferirá en audiencia y estará sometida a los mecanismos de oposición establecidos para el fallo en el artículo 100 del presente Código, cuando la modificación se genere con posterioridad a dicha actuación.
El auto que fije fecha y hora para la audiencia se notificará en la forma prevista en el inciso 3° del artículo anterior.
Cuando el cambio de medida se produzca antes de la audiencia de pruebas y fallo, deberá realizarse mediante auto motivado, notificado por estado, el cual no es susceptible de recurso alguno.
En los procesos donde se declare en situación de vulneración de derechos a los niños, niñas y adolescentes con ubicación en medio institucional, la autoridad administrativa deberá hacer seguimiento por un término que no exceda seis (6) meses, contados a partir de la ejecutoria del fallo, término en el cual determinará si procede el reintegro al medio familiar o la declaratoria de adoptabilidad.
En los casos excepcionales que la autoridad administrativa considere que debe superarse el término de seguimiento, deberá prorrogarlo mediante resolución por un término que no podrá exceder de seis (6) meses, contados a partir del vencimiento del término de seguimiento inicial. La prórroga deberá notificarse por estado.
En ningún caso el Proceso Administrativo de Restablecimiento de Derechos con el seguimiento podrá exceder los dieciocho (18) meses, contados a partir del conocimiento de los hechos por parte de la autoridad administrativa hasta la declaratoria de adoptabilidad o el reintegro del niño, niña o adolescente a su medio familiar.
Cuando la autoridad administrativa supere los términos establecidos en este artículo sin resolver de fondo la situación jurídica o cuando excedió el término inicial de seguimiento sin emitir la prórroga, perderá competencia de manera inmediata y deberá remitir el expediente al Juez de Familia para que este decida el reintegro familiar o la declaratoria de adoptabilidad en un término no superior a dos (2) meses. Si la autoridad administrativa no remite el expediente, el Director Regional hará la remisión al Juez de Familia.

	Artículo 7°. El artículo 103 de la Ley 1098 de 2006, quedará así:

Artículo 103. Carácter transitorio de las medidas de restablecimiento de derechos y de la declaratoria de vulneración.  La autoridad administrativa que tenga la competencia del proceso podrá modificar las medidas de restablecimiento de derechos previstas en este Código cuando esté demostrada la alteración de las circunstancias que dieron lugar a ellas. La resolución que así lo disponga se proferirá en audiencia y estará sometida a los mecanismos de oposición establecidos para el fallo en el artículo 100 del presente Código, cuando la modificación se genere con posterioridad a dicha actuación.

El auto que fije fecha y hora para la audiencia se notificará en la forma prevista en el inciso 3° del artículo anterior.

Cuando el cambio de medida se produzca antes de la audiencia de pruebas y fallo, deberá realizarse mediante auto motivado, notificado por estado, el cual no es susceptible de recurso alguno.

En los procesos donde se declare en situación de vulneración de derechos a los niños, niñas y adolescentes, la autoridad administrativa deberá hacer seguimiento por un término que no exceda seis (6) meses, contados a partir de la ejecutoria del fallo, término en el cual determinará si procede el cierre del proceso cuando el niño, niña o adolescente este ubicado en medio familiar y ya se hubiera superado la vulneración de derechos; el reintegro al medio familiar cuando el niño se hubiera encontrado institucionalizado y la familia cuente con las condiciones para garantizar sus derechos; o la declaratoria de adoptabilidad cuando del seguimiento se hubiera establecido que la familia no cuenta con las condiciones para garantizar los derechos.

En los casos excepcionales que la autoridad administrativa considere que debe superarse el término de seguimiento, deberá prorrogarlo mediante resolución motivada por un término que no podrá exceder de seis (6) meses, contados a partir del vencimiento del término de seguimiento inicial. La prórroga deberá notificarse por estado.

En ningún caso el Proceso Administrativo de Restablecimiento de Derechos con el seguimiento podrá exceder los dieciocho (18) meses, contados a partir del conocimiento de los hechos por parte de la autoridad administrativa hasta la declaratoria de adoptabilidad o el reintegro del niño, niña o adolescente a su medio familiar.

Cuando la autoridad administrativa supere los términos establecidos en este artículo sin resolver de fondo la situación jurídica o cuando excedió el término inicial de seguimiento sin emitir la prórroga, perderá competencia de manera inmediata y deberá remitir el expediente al Juez de Familia para que este decida de fondo la situación jurídica en un término no superior a dos (2) meses. Si la autoridad administrativa no remite el expediente, el Director Regional hará la remisión al Juez de Familia.

	Artículo 124. Adopción. Es competente para conocer el proceso de adopción en primera instancia el juez de familia del domicilio de la persona o entidad a cuyo cargo se encuentre el niño, niña o adolescente. La demanda sólo podrá ser formulada por los interesados en ser declarados adoptantes, mediante apoderado.

A la demanda se acompañarán los siguientes documentos:

1. El consentimiento para la adopción, si fuere el caso.

2. La copia de la declaratoria de adoptabilidad o de la autorización para la adopción, según el caso.

3. El registro civil de nacimiento de los adoptantes y el del niño, niña o adolescente.

4. El registro civil de matrimonio o la prueba de la convivencia extramatrimonial de los adoptantes.

5. La certificación del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar o de una entidad autorizada para el efecto, sobre la idoneidad física, mental, social y moral de los adoptantes, expedida con antelación no superior a seis meses, y la constancia de la entidad respectiva sobre la integración personal del niño, niña o adolescente con el adoptante o adoptantes.

6. El certificado vigente de antecedentes penales o policivos de los adoptantes.

7. La certificación actualizada sobre la vigencia de la licencia de funcionamiento de la institución donde se encuentre albergado el niño, niña o adolescente, expedida por el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar.

8. La aprobación de cuentas del curador, si procede.

Parágrafo.. Para los fines de la adopción, la convivencia extramatrimonial podrá probarse por cualquiera de los medios siguientes:

1. Inscripción del compañero o compañera permanente en los registros de las Cajas de Compensación Familiar o de las instituciones de seguridad o previsión social.

2. Inscripción de la declaración de convivencia que haga la pareja, en la Notaría del lugar del domicilio de la misma, con antelación no menor de dos años.

3. El Registro Civil de Nacimiento de los hijos habidos por la pareja.

Cuando se trate de compañeros permanentes residentes en el exterior, la convivencia extramatrimonial se probará de conformidad con la legislación del país de residencia de los solicitantes.
	Artículo 11. El artículo 124 de la Ley 1098 de 2006, quedará así:

Artículo 124. Adopción. Es competente para conocer el proceso de adopción en primera instancia el juez de familia del domicilio de los adoptantes. Cuando los adoptantes sean extranjeros será competente cualquier juez de familia del país. La demanda solo podrá ser formulada por los interesados en ser declarados adoptantes, mediante apoderado.

A la demanda se acompañarán los siguientes documentos:

1. El consentimiento para la adopción, si fuere el caso.

2. La copia de la declaratoria de adoptabilidad o de la autorización para la adopción, según el caso.

3. El registro civil de nacimiento de los adoptantes y el del niño, niña o adolescente.

4. El registro civil de matrimonio o la prueba de la convivencia extramatrimonial de los adoptantes.

5. La certificación del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar o de una entidad autorizada para el efecto, sobre la idoneidad física, mental, social y moral de los adoptantes, expedida con antelación no superior a seis meses, y la constancia de la entidad respectiva sobre la integración personal del niño, niña o adolescente con el adoptante o adoptantes.

6. El certificado vigente de antecedentes penales o policivos de los adoptantes.

7. La certificación actualizada sobre la vigencia de la licencia de funcionamiento de la institución autorizada ante la cual se tramitó la adopción, si es el caso. El Instituto Colombiano de Bienestar Familiar será el competente para expedir las certificaciones de que habla este numeral, si fueren requeridas.

8. La aprobación de cuentas del curador, si procede.

Parágrafo. Para los fines de la adopción, la convivencia extramatrimonial podrá probarse por cualquiera de los medios siguientes:

1. Inscripción del compañero o compañera permanente en los registros de las Cajas de Compensación Familiar o de las instituciones de seguridad o previsión social, con antelación no menor de dos (2) años al inicio del trámite de adopción.

2. Inscripción de la declaración de unión material de hecho, en la Notaría del lugar del domicilio de la misma, con antelación no menor de dos (2) años al inicio del trámite de adopción.

3. El Registro Civil de Nacimiento de los hijos habidos por la pareja.

4. Los otros mecanismos previstos en la Ley 54 de 1990, modificada por la Ley 979 de 2005.

5. Cuando se trate de compañeros permanentes residentes en el exterior, la convivencia extramatrimonial se probará de conformidad con la legislación del país de residencia de los solicitantes, siempre y cuando los actos para acreditar esta convivencia sean adelantados con antelación no menor de dos años al inicio del trámite de adopción.


	Artículo 11. El artículo 124 de la Ley 1098 de 2006, quedará así:

Artículo 124. Adopción. Es competente para conocer el proceso de adopción en primera instancia el juez de familia del domicilio de los adoptantes. Cuando se trate de la adopción internacional,  será competente cualquier juez de familia del país. La demanda solo podrá ser formulada por los interesados en ser declarados adoptantes, mediante apoderado.

A la demanda se acompañarán los siguientes documentos:

1. El consentimiento para la adopción, si fuere el caso.

2. La copia de la declaratoria de adoptabilidad o de la autorización para la adopción, según el caso.

3. El registro civil de nacimiento de los adoptantes y el del niño, niña o adolescente.

4. El registro civil de matrimonio o la prueba de la convivencia extramatrimonial de los adoptantes.

5. La certificación del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar o de una entidad autorizada para el efecto, sobre la idoneidad física, mental, social y moral de los adoptantes, expedida con antelación no superior a seis meses, y la constancia de la entidad respectiva sobre la integración personal del niño, niña o adolescente con el adoptante o adoptantes.

6. El certificado vigente de antecedentes penales o policivos de los adoptantes.

7. La certificación actualizada sobre la vigencia de la licencia de funcionamiento de la institución autorizada ante la cual se tramitó la adopción, si es el caso. El Instituto Colombiano de Bienestar Familiar será el competente para expedir las certificaciones de que habla este numeral, si fueren requeridas.

8. La aprobación de cuentas del curador, si procede.

Parágrafo. Para los fines de la adopción, la convivencia extramatrimonial podrá probarse por cualquiera de los medios siguientes:

1. Inscripción del compañero o compañera permanente en los registros de las Cajas de Compensación Familiar o de las instituciones de seguridad o previsión social, con antelación no menor de dos (2) años al inicio del trámite de adopción.

2. Inscripción de la declaración de unión material de hecho, en la Notaría del lugar del domicilio de la misma, con antelación no menor de dos (2) años al inicio del trámite de adopción.

3. El Registro Civil de Nacimiento de los hijos habidos por la pareja.

4. Los otros mecanismos previstos en la Ley 54 de 1990, modificada por la Ley 979 de 2005.

5. Cuando se trate de compañeros permanentes residentes en el exterior, la convivencia extramatrimonial se probará de conformidad con la legislación del país de residencia de los solicitantes, siempre y cuando los actos para acreditar esta convivencia sean adelantados con antelación no menor de dos años al inicio del trámite de adopción.

	Artículo 126. Reglas especiales del procedimiento de adopción. En los procesos de adopción se seguirán las siguientes reglas especiales:

1. Admitida la demanda se correrá el traslado al Defensor de Familia por el término de tres (3) días hábiles. Si el Defensor se allanare a ella, el Juez dictará sentencia dentro de los diez (10) días hábiles siguientes a su admisión.

El Juez podrá señalar un término de máximo diez (10) días, para decretar y practicar las pruebas que considere necesarias. Vencido este término, tomará la decisión correspondiente.

2. Suspensión del Proceso. Se podrá solicitar la suspensión del proceso hasta por un término de tres meses improrrogables, siempre que exista causa justificada. Pueden solicitar la suspensión o reanudación del proceso los adoptantes o el Defensor de Familia.

3. Terminación anticipada del proceso. Cuando falleciere el solicitante de la adopción antes de proferirse la sentencia el proceso terminará.

Si la solicitud de adopción fuere conjunta y uno de los adoptantes falleciere antes de proferirse la sentencia, el proceso continuará con el sobreviviente si manifiesta su intención de persistir en ella, caso en el cual la sentencia que se profiera solo surtirá efectos respecto de este; en caso contrario el proceso terminará.

4. Notificación de la sentencia. Por lo menos uno de los adoptantes deberá concurrir personalmente al juzgado a recibir notificación de la sentencia.

5. Contenido y efectos de la sentencia. La sentencia que decrete la adopción deberá contener los datos necesarios para que su inscripción en el registro civil constituya el acta de nacimiento y reemplace la de origen, la cual se anulará. Una vez en firme se inscribirá en el Registro del Estado Civil y producirá todos los derechos y obligaciones propios de la relación paterno o materno-filial, desde la fecha de presentación de la demanda. En todo caso, en la sentencia deberá omitirse mencionar el nombre de los padres de sangre.

La sentencia que decrete la adopción podrá ser apelada ante el Tribunal Superior del Distrito Judicial, de conformidad con el trámite establecido en el Código de Procedimiento Civil, en donde intervendrá el Defensor de Familia.


	Artículo 12. El artículo 126 de la Ley 1098 de 2006, quedará así:
Artículo 126. Reglas especiales del procedimiento de adopción. En los procesos de adopción se seguirán las siguientes reglas especiales:

1. Admitida la demanda se correrá el traslado al Defensor de Familia por el término de tres (3) días hábiles. Si el Defensor se allanare a ella, el juez dictará sentencia dentro de los diez (10) días hábiles siguientes, contados desde la fecha de presentación de la demanda.

El juez podrá señalar un término de máximo diez (10) días, para decretar y practicar las pruebas que considere necesarias, las cuales no podrán versar sobre las decisiones judiciales o administrativas que declararon la situación de adoptabilidad cuando estas se encuentren en firme. Vencido este término, tomará la decisión correspondiente.

2. Suspensión del Proceso. Se podrá solicitar la suspensión del proceso hasta por un término de tres meses improrrogables, siempre que exista causa justificada. Pueden solicitar la suspensión o reanudación del proceso los adoptantes o el Defensor de Familia.

3. Terminación anticipada del proceso. Cuando falleciere el solicitante de la adopción antes de proferirse la sentencia el proceso terminará.

Si la solicitud de adopción fuere conjunta y uno de los adoptantes falleciere antes de proferirse la sentencia, el proceso continuará con el sobreviviente si manifiesta su intención de persistir en ella, caso en el cual la sentencia que se profiera solo surtirá efectos respecto de este; en caso contrario el proceso terminará.

4. Notificación de la sentencia. La notificación de la sentencia se realizará por estado y por lo menos uno de los adoptantes deberá concurrir personalmente al juzgado a recibir notificación de la sentencia, momento en cual se entregarán copias auténticas de la sentencia y de los oficios dirigidos a la notaría o a la oficina del registro civil.

5. Contenido y efectos de la sentencia. La sentencia que decrete la adopción deberá contener los datos necesarios para que su inscripción en el registro civil constituya el acta de nacimiento y reemplace la de origen, la cual se anulará. Una vez en firme se inscribirá en el Registro del Estado Civil y producirá todos los derechos y obligaciones propios de la relación paterno o materno-filial, desde la fecha de presentación de la demanda. En todo caso, en la sentencia deberá omitirse mencionar el nombre de los padres de sangre.
La sentencia que decrete la adopción podrá ser apelada ante el Tribunal Superior del Distrito Judicial, de conformidad con el trámite establecido en el procedimiento civil vigente, en donde intervendrá el Defensor de Familia.

Parágrafo. Las actuaciones y decisiones previstas en el presente artículo se resolverán dentro de los plazos fijados en la presente ley y su demora dará lugar a la responsabilidad prevista para las decisiones de tutela en el caso de vencimiento injustificado de los respectivos plazos.
	Artículo 12. El artículo 126 de la Ley 1098 de 2006, quedará así:
Artículo 126. Reglas especiales del procedimiento de adopción. En los procesos de adopción se seguirán las siguientes reglas especiales:
1. Admitida la demanda se correrá el traslado al Defensor de Familia por el término de tres (3) días hábiles. Si el Defensor se allanare a ella, el juez dictará sentencia dentro de los diez (10) días hábiles siguientes, contados desde la fecha de presentación de la demanda.
El juez podrá señalar un término de máximo diez (10) días, para decretar y practicar las pruebas que considere necesarias, las cuales no podrán versar sobre las decisiones judiciales o administrativas que declararon la situación de adoptabilidad cuando estas se encuentren en firme. Vencido este término, tomará la decisión correspondiente.
2. Suspensión del Proceso. Se podrá solicitar la suspensión del proceso hasta por un término de tres meses improrrogables, siempre que exista causa justificada. Pueden solicitar la suspensión o reanudación del proceso los adoptantes o el Defensor de Familia.
3. Terminación anticipada del proceso. Cuando falleciere el solicitante de la adopción antes de proferirse la sentencia el proceso terminará.
Si la solicitud de adopción fuere conjunta y uno de los adoptantes falleciere antes de proferirse la sentencia, el proceso continuará con el sobreviviente si manifiesta su intención de persistir en ella, caso en el cual la sentencia que se profiera solo surtirá efectos respecto de este; en caso contrario el proceso terminará.
4. Notificación de la sentencia. Por lo menos uno de los adoptantes deberá concurrir personalmente al juzgado a recibir notificación de la sentencia, momento en cual se entregarán copias auténticas de la sentencia y de los oficios dirigidos a la notaría o a la oficina del registro civil.
5. Contenido y efectos de la sentencia. La sentencia que decrete la adopción deberá contener los datos necesarios para que su inscripción en el registro civil constituya el acta de nacimiento y reemplace la de origen, la cual se anulará. Una vez en firme se inscribirá en el Registro del Estado Civil y producirá todos los derechos y obligaciones propios de la relación paterno o materno-filial, desde la fecha de presentación de la demanda. En todo caso, en la sentencia deberá omitirse mencionar el nombre de los padres de sangre.
La sentencia que decrete la adopción podrá ser apelada ante el Tribunal Superior del Distrito Judicial, de conformidad con el trámite establecido en el procedimiento civil vigente, en donde intervendrá el Defensor de Familia.
Parágrafo. Las actuaciones y decisiones previstas en el presente artículo se resolverán dentro de los plazos fijados en la presente ley y su demora dará lugar a la responsabilidad prevista para las decisiones de tutela en el caso de vencimiento injustificado de los respectivos plazos.


6. Conclusiones:
Actualmente, las niñas, niños y adolescentes sin definir situación jurídica están en riesgo por los vacíos y yerros que presenta el debido proceso, razón por la cual, el presente proyecto de Ley nos permitirá cualificar varios aspectos dentro de los trámites de restablecimiento de derechos, entre los cuales se encuentran los siguientes:
· Subsanación de los yerros jurídicos.
· Término para la oposición de las partes.
· Término para la verificación de derechos.
· Acto administrativo que ordena la verificación de derechos y aspecto a verificar.
· Trámites especiales para los derechos susceptibles de conciliación.
· Eliminación de la obligación de citar a las personas involucradas en la vulneración cuando no son sus representantes legales o cuidadores
· Obligación de los juzgados de familia en las homologaciones y pérdida de competencia.
· Seguimiento a la medida.
· Competencias del juez de familia en la adopción.
· Garantía del derecho a la salud de los niños adoptados por adoptantes extranjeros, y permiso de salida de país.
El Proyecto de Ley, también contribuirá a garantizar a los niños, niñas y adolescentes el derecho a tener una familia, ya que al establecer el término de 18 meses para definir la situación jurídica de los menores con derechos vulnerados, se dará de forma oportuna la declaratoria de adoptabilidad, lo que como se resaltó en el acápite anterior, aumentará las posibilidad de adopción de los menores. 
De acuerdo con las razones anteriormente expuestas, encuentro como ponente suficientes razones para que se dé primer debate a la presente iniciativa, reiterando que sólo se harán cinco (5) modificaciones las cuales fueron debidamente concertadas con el ICBF. Por lo anterior, presento la siguiente:

Proposición:

Con las anteriores consideraciones y modificaciones, me permito rendir ponencia favorable al Proyecto de Ley No. 310 de 2017 Cámara – 225 de 2017 Senado “por medio de la cual se modifican algunos artículos de la Ley 1098 de 2006, por la cual se expide el Código de la Infancia y la Adolescencia, y se dictan otras disposiciones; y en consecuencia solicito dar primer debate conforme al texto presentado. 

De los Honorables Representantes,

TELESFORO PEDRAZA ORTEGA
Ponente

TEXTO PROPUESTO PARA PRIMER DEBATE

COMISIÓN PRIMERA DE LA HONORABLE CÁMARA DE REPRESENTANTES
AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 310 DE 2017 CÁMARA – 225 DE 2017 SENADO
“Por medio de la cual se modifican algunos artículos de la Ley 1098 de 2006, por la cual se expide el Código de la Infancia y la Adolescencia, y se dictan otras disposiciones”.
El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. El artículo 52 de la Ley 1098 de 2006, quedará así:
Artículo 52. Verificación de la garantía de derechos. En todos los casos en donde se ponga en conocimiento la presunta vulneración o amenazada los derechos de un niño, niña y adolescente, la autoridad administrativa competente emitirá auto de trámite ordenando a su equipo técnico interdisciplinario la verificación de la garantía de los derechos consagrados en el Título I del Capítulo II del presente Código. Se deberán realizar:
1. Valoración inicial psicológica y emocional.
2. Valoración de nutrición y revisión del esquema de vacunación.
3. Valoración inicial del entorno familiar, redes vinculares e identificación de elementos protectores y de riesgo para la garantía de los derechos.
4. Verificación de la inscripción en el registro civil de nacimiento.
5. Verificación de la vinculación al sistema de salud y seguridad social.
6. Verificación a la vinculación al sistema educativo.
Parágrafo 1°. De las anteriores actuaciones, los profesionales del equipo técnico interdisciplinario emitirán los informes que se incorporarán como prueba para definir el trámite a seguir.
Parágrafo 2°. La verificación de derechos deberá realizarse de manera inmediata, excepto cuando el niño, la niña o adolescente no se encuentre ante la autoridad administrativa competente, evento en el cual, la verificación de derechos se realizará en el menor tiempo posible, el cual no podrá exceder de diez (10) días siguientes al conocimiento de la presunta vulneración o amenaza por parte de la Autoridad Administrativa.
Parágrafo 3°. Si dentro de la verificación de la garantía de derechos se determina que es un asunto susceptible de conciliación, se tramitará conforme la ley vigente en esta materia; en el evento que fracase el intento conciliatorio, el funcionario mediante resolución motivada fijará las obligaciones provisionales respecto a custodia, alimentos y visitas y en caso de que alguna de las partes lo solicite dentro de los cinco (5) días siguientes, el funcionario presentará demanda ante el juez competente.
Artículo 2°. El artículo 56 de la Ley 1098 de 2006, quedará así:
Artículo 56. Ubicación en medio familiar. Es la ubicación del niño, niña o adolescente con sus padres, o parientes cuando estos ofrezcan las condiciones para garantizarles el ejercicio de sus derechos y atendiendo su interés superior.
La búsqueda de parientes para la ubicación en medio familiar, cuando a ello hubiere lugar, se realizará en el marco de la actuación administrativa, esto es, durante los seis (6) meses del término inicial para resolver su situación legal y no será excusa para mantener al niño, niña o adolescente en situación de declaratoria de vulneración. Los entes públicos y privados brindarán acceso a las solicitudes de información que en dicho sentido eleven las Defensorías de Familia, las cuales deberán ser atendidas en un término de diez (10) días. El incumplimiento de este término constituirá causal de mala conducta.
Si de la verificación del estado de sus derechos se desprende que la familia carece de recursos económicos necesarios para garantizarle el nivel de vida adecuado, la autoridad competente informará a las entidades del Sistema Nacional de Bienestar Familiar para que le brinden a la familia los recursos adecuados mientras ella puede garantizarlos.
Artículo 3°. El artículo 99 de la Ley 1098 de 2006, quedará así:
Artículo 99. Iniciación de la actuación administrativa.  El niño, la niña o adolescente, su representante legal, la persona que lo tenga bajo su cuidado o custodia, o cualquier persona, podrá solicitar ante el Defensor o Comisario de Familia, o en su defecto el Inspector de Policía la protección de los derechos de aquel cuando se encuentren vulnerados o amenazados.
Cuando del estado de verificación el Defensor o el Comisario de Familia o, en su defecto, el Inspector de Policía tengan conocimiento de la vulneración o amenaza de alguno de los derechos que este Código reconoce a los niños, las niñas y los adolescentes, dará apertura al Proceso Administrativo de Restablecimiento de Derechos, mediante auto contra el cual no procede recurso alguno.
En la providencia de apertura de investigación se deberá ordenar:
1. La identificación y citación de los representantes legales del niño, niña o adolescente, de las personas con quienes conviva o sean responsables de su cuidado, o de quienes de hecho lo tuvieren a su cargo.
2. Las medidas de restablecimiento de derechos provisionales de urgencia que se requieran para la protección integral del niño, niña o adolescente.
3. Entrevista al niño, niña o adolescente en concordancia con los artículos 26 y 105 de este Código.
4. La práctica de las pruebas que estime necesarias para establecer los hechos que configuran la presunta vulneración o amenaza de los derechos del niño, niña o adolescente.
Parágrafo 1°. Si la autoridad competente advierte la ocurrencia de un posible delito, deberá denunciarlo ante la autoridad penal competente de manera inmediata.
Parágrafo 2°. En los casos de inobservancia de derechos, la autoridad administrativa competente deberá movilizar a las entidades que conforman el Sistema Nacional de Bienestar Familiar, dictando las órdenes específicas para garantizar los derechos de los niños, niñas y adolescentes de manera que se cumplan en un término no mayor a diez (10) días.
Artículo 4°. El artículo 100 de la Ley 1098 de 2006, quedará así:
Artículo 100. Trámite. Una vez se dé apertura al Proceso Administrativo de Restablecimiento de Derechos a favor de un niño, niña o adolescente, el funcionario notificará y correrá traslado del auto de apertura por cinco (5) días, a las personas que de conformidad con el artículo 99 del presente Código deben ser citadas, para que se pronuncien y aporten las pruebas que deseen hacer valer.
Vencido el traslado, la autoridad administrativa decretará de oficio o a solicitud de parte, las pruebas que no hayan sido ordenadas en el auto de apertura, que sean conducentes, útiles y pertinentes, las cuales se practicarán en audiencia de pruebas y fallo o fuera de ella, de acuerdo con su naturaleza y con sujeción a las reglas del procedimiento civil vigente.
Las pruebas que fueron debidamente decretadas deberán practicarse, en caso contrario, la autoridad administrativa competente, mediante auto motivado revocará su decreto.
De las pruebas practicadas antes de la audiencia de pruebas y fallo, mediante auto notificado por estado, se correrá traslado a las partes por un término de 5 días, para que se pronuncien conforme a las reglas establecidas en el procedimiento civil vigente.

Vencido el término del traslado, mediante auto que será notificado por estado, se fijará la fecha para la audiencia de pruebas y fallo, en donde se practicarán las pruebas que no hayan sido adelantadas, se dará traslado de estas y se emitirá el fallo que en derecho corresponda.
El fallo es susceptible de recurso de reposición que debe interponerse verbalmente en la audiencia, por quienes asistieron a la misma, y para quienes no asistieron se les notificará por estado; el recurso se interpondrá en los términos del Código General del Proceso y se resolverá dentro de los diez (10) días siguientes a su formulación.
Resuelto el recurso de reposición o vencido el término para interponerlo, el expediente deberá ser remitido al juez de familia para homologar el fallo, si dentro de los quince (15) días siguientes a su ejecutoria, alguna de las partes o el Ministerio Público manifiestan su inconformidad con la decisión. El Ministerio Público lo solicitará con las expresiones de las razones en que funda su oposición.
El juez resolverá en un término no superior a veinte (20) días, contados a partir del día siguiente a la radicación del proceso, so pena que se promueva la investigación disciplinaria a que haya lugar.
En todo caso, la definición de la situación jurídica deberá resolverse declarando en vulneración de derechos o adoptabilidad al niño, niña y adolescente, dentro de los seis (6) meses siguientes, contados a partir del conocimiento de la presunta amenaza o vulneración de los derechos del menor de edad, término que será improrrogable y no podrá extenderse ni por actuación de autoridad administrativa o judicial.
Vencido el término para fallar o para resolver el recurso de reposición sin haberse emitido la decisión correspondiente, la autoridad administrativa perderá competencia para seguir conociendo del asunto y remitirá dentro de los tres (3) días siguientes el expediente al juez de familia para que resuelva el recurso o defina la situación jurídica del niño, niña o adolescente en un término máximo de dos (2) meses. Cuando el juez reciba el expediente deberá informarlo a la Procuraduría General de la Nación para que se promueva la investigación disciplinaria a que haya lugar.
El juez resolverá en un término no superior a dos (2) meses, contados a partir del día siguiente a la radicación del proceso, so pena que se promueva la investigación disciplinaria a que haya lugar.
Si el juez no resuelve el proceso en este término, perderá competencia para seguir conociendo del asunto, remitirá inmediatamente el expediente al juez de familia que le sigue en turno y se pondrá en conocimiento del Consejo Superior de la Judicatura.
En los casos que la autoridad administrativa pierda competencia y no remita el proceso al Juez de Familia dentro del término señalado en este artículo, el Director Regional del ICBF estará facultado para remitirlo al juez de familia.
Parágrafo 1°. En caso de evidenciarse vulneración de derechos susceptibles de conciliación en cualquier etapa del proceso, el funcionario provocará la conciliación y en caso de que fracase o se declare fallida, mediante resolución motivada fijará las obligaciones provisionales respecto a custodia, alimentos y visitas y en caso de que alguna de las partes lo solicite dentro de los cinco (5) días siguientes, el funcionario presentará demanda ante el Juez competente.
Parágrafo 2°. La subsanación de los yerros que se produzcan en el trámite administrativo, podrán hacerse mediante auto que decrete la nulidad de la actuación específica, siempre y cuando se evidencien antes del vencimiento del término para definir la situación jurídica; en caso de haberse superado este término, la autoridad administrativa competente no podrá subsanar la actuación y deberá remitir el expediente al Juez de Familia para su revisión, quien determinará si hay lugar a decretar la nulidad de lo actuado y en estos casos, resolver de fondo la situación jurídica del niño, niña y adolescente conforme los términos establecidos en esta ley e informará a la Procuraduría General de la Nación.
Parágrafo 3°. Para el efectivo cumplimiento de este artículo, los entes territoriales y el ICBF, dentro de su organización administrativa adoptarán las medidas necesarias para que la información respecto a la presunta vulneración o amenaza de derechos se ponga en conocimiento de la autoridad administrativa en el menor tiempo posible.
Parágrafo 4°. En todo caso, ante cualquier vacío jurídico deberá remitirse a lo reglamentado en la legislación procesal civil vigente.
Parágrafo 5°. Cuando la definición de la situación jurídica concluya con resolución que deje en firme el consentimiento para la adopción, deberá adelantar el trámite establecido en los incisos 2° y 3° del artículo 108 del presente Código.
Artículo 5°. El artículo 102 de la Ley 1098 de 2006, quedará así:
Artículo 102. Citaciones y notificaciones. La citación ordenada en la providencia de apertura de investigación se practicará en la forma prevista en la legislación de Procedimiento Civil vigente para la notificación personal, siempre que se conozca la identidad y la dirección de las personas que deban ser citadas. Cuando se ignore la identidad o la dirección de quienes deban ser citados, la citación se realizará mediante publicación en una página de Internet del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar por un término de cinco días y por transmisión en un medio masivo de comunicación, que incluirá una fotografía del niño, si fuere posible.
La notificación en este último caso se entenderá surtida si transcurridos cinco (5) días, contados a partir del cumplimiento del término establecido para las publicaciones en los medios de comunicación, el citado no comparece.
Las providencias que se dicten en el curso de las audiencias y diligencias se consideran notificadas en estrados inmediatamente después de proferidas, aun cuando las partes no hayan concurrido.
Las demás notificaciones se surtirán mediante aviso que se remitirá por medio de servicio postal autorizado, acompañado de una copia de la providencia correspondiente.
Artículo 6°. El artículo 103 de la Ley 1098 de 2006, quedará así:

Artículo 103. Carácter transitorio de las medidas de restablecimiento de derechos y de la declaratoria de vulneración.  La autoridad administrativa que tenga la competencia del proceso podrá modificar las medidas de restablecimiento de derechos previstas en este Código cuando esté demostrada la alteración de las circunstancias que dieron lugar a ellas. La resolución que así lo disponga se proferirá en audiencia y estará sometida a los mecanismos de oposición establecidos para el fallo en el artículo 100 del presente Código, cuando la modificación se genere con posterioridad a dicha actuación.

El auto que fije fecha y hora para la audiencia se notificará en la forma prevista en el inciso 3° del artículo anterior.

Cuando el cambio de medida se produzca antes de la audiencia de pruebas y fallo, deberá realizarse mediante auto motivado, notificado por estado, el cual no es susceptible de recurso alguno.

En los procesos donde se declare en situación de vulneración de derechos a los niños, niñas y adolescentes, la autoridad administrativa deberá hacer seguimiento por un término que no exceda seis (6) meses, contados a partir de la ejecutoria del fallo, término en el cual determinará si procede el cierre del proceso cuando el niño, niña o adolescente este ubicado en medio familiar y ya se hubiera superado la vulneración de derechos; el reintegro al medio familiar cuando el niño se hubiera encontrado institucionalizado y la familia cuente con las condiciones para garantizar sus derechos; o la declaratoria de adoptabilidad cuando del seguimiento se hubiera establecido que la familia no cuenta con las condiciones para garantizar los derechos.
En los casos excepcionales que la autoridad administrativa considere que debe superarse el término de seguimiento, deberá prorrogarlo mediante resolución motivada por un término que no podrá exceder de seis (6) meses, contados a partir del vencimiento del término de seguimiento inicial. La prórroga deberá notificarse por estado.

En ningún caso el Proceso Administrativo de Restablecimiento de Derechos con el seguimiento podrá exceder los dieciocho (18) meses, contados a partir del conocimiento de los hechos por parte de la autoridad administrativa hasta la declaratoria de adoptabilidad o el reintegro del niño, niña o adolescente a su medio familiar.

Cuando la autoridad administrativa supere los términos establecidos en este artículo sin resolver de fondo la situación jurídica o cuando excedió el término inicial de seguimiento sin emitir la prórroga, perderá competencia de manera inmediata y deberá remitir el expediente al Juez de Familia para que este decida de fondo la situación jurídica en un término no superior a dos (2) meses. Si la autoridad administrativa no remite el expediente, el Director Regional hará la remisión al Juez de Familia.

Artículo 7°. El artículo 107 de la Ley 1098 de 2006, quedará así:

Artículo 107. Contenido de la declaratoria de adoptabilidad o de vulneración de derechos. En la resolución que declare la situación de adoptabilidad, o de vulneración de derechos del niño, niña o adolescente, se ordenará una o varias de las medidas de restablecimiento consagradas en este Código.
En la resolución de vulneración se indicará la cuota mensual que deberán suministrar los padres o las personas de quienes dependa el niño, la niña o el adolescente, para su sostenimiento mientras se encuentre bajo una medida de restablecimiento, cuando a ello haya lugar.
Parágrafo. Para garantizar la adecuada atención del niño, niña o adolescente en el seno de su familia, el Defensor de Familia podrá disponer que los padres o las personas a cuyo cargo se encuentre, cumplan algunas de las siguientes actividades:
1. Asistencia a un programa oficial o comunitario de orientación o de tratamiento familiar.
2. Asistencia a un programa de asesoría, orientación o tratamiento de alcohólicos o adictos a sustancias que produzcan dependencia.
3. Asistencia a un programa de tratamiento psicológico o psiquiátrico.
4. Cualquiera otra actividad que contribuya a garantizar el ambiente adecuado para el desarrollo del niño, niña o adolescente.
Artículo 8°. El artículo 108 de la Ley 1098 de 2006, quedará así:
Artículo 108. Declaratoria de adoptabilidad. Cuando se declare la adoptabilidad de un niño, una niña o un adolescente habiendo existido oposición en cualquier etapa de la actuación administrativa, y cuando la oposición se presente en la oportunidad prevista en el artículo 100 del presente Código, el Defensor de Familia deberá remitir el expediente al Juez de Familia para su homologación.
En los demás casos, la resolución que declare la adoptabilidad producirá, respecto de los padres, la terminación de la patria potestad del niño, niña o adolescente adoptable y deberá solicitarse la inscripción en el libro de varios y en el registro civil del menor de edad de manera inmediata a la ejecutoria. La Registraduría del Estado Civil deberá garantizar que esta anotación se realice en un término no superior a diez (10) días a partir de la solicitud de la autoridad.
Una vez realizada la anotación de la declaratoria de adoptabilidad en el libro de varios y en el registro civil del niño, la niña o adolescente, el Defensor de Familia deberá remitir la historia de atención al Comité de Adopciones de la regional correspondiente, en un término no mayor a diez (10) días.
Parágrafo. En firme la providencia que declara al niño, niña o adolescente en adoptabilidad o el acto de voluntad de darlo en adopción, no podrá adelantarse proceso alguno de reclamación de la paternidad, o maternidad, ni procederá el reconocimiento voluntario del niño, niña o adolescente, y de producirse serán nulos e ineficaces de pleno derecho.
Artículo 9°. El artículo 110 de la Ley 1098 de 2006, quedará así:
Artículo 110. Permiso para salir del país. Cuando un niño, una niña o un adolescente que tiene residencia en Colombia vaya a salir del país con uno de los padres o con una persona distinta a los representantes legales deberá obtener previamente el permiso de aquel con quien no viajare o el de aquellos, debidamente autenticado ante notario o autoridad consular. Dicho permiso deberá contener el lugar de destino, el propósito del viaje y la fecha de salida e ingreso de nuevo al país.
No se requerirá autorización de los padres a quienes se les haya suspendido o privado de la patria potestad.
Los menores de edad con residencia habitual en el exterior, igual o superior a un (1) año, y que vayan a salir del país con uno solo de sus progenitores, no requerirán autorización cuando decidan volver a aquella. Para efectos de la salida del país deberán aportar certificación de residencia en el exterior, expedida por la autoridad competente, debidamente traducida y apostillada, y copia del documento en el cual se establezca la custodia en cabeza del progenitor con quien va a salir.
En los casos en los que el menor de edad con residencia habitual en el exterior, igual o superior a un (1) año vaya a salir del país con un tercero, deberá contar con el permiso de salida otorgado por el progenitor que ostente la custodia.
Para los menores de edad que tengan una residencia en otro país menor a un (1) año, deberán realizar el trámite establecido en el inciso primero de este artículo.
Cuando un niño, niña o adolescente con residencia en Colombia, carezca de representante legal, se desconozca su paradero o no se encuentre en condiciones de otorgarlo, el permiso para la salida del país lo otorgará el Defensor de Familia con sujeción a las siguientes reglas:
1. Legitimación. La solicitud deberá ser formulada por quien tenga el cuidado personal del niño, niña o adolescente.
2. Requisitos de la solicitud. La solicitud deberá señalar los hechos en que se funda y el tiempo de permanencia del niño, niña o adolescente en el exterior. Con ella deberá acompañarse el registro civil de nacimiento y la prueba de los hechos alegados.
3. Trámite. Presentada la solicitud, el Defensor de Familia ordenará citar a los padres o al representante legal que no la hayan suscrito y oficiará a Migración Colombia si existe impedimento para salir del país del menor de edad.
Si dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes a la notificación o al emplazamiento ninguno de los citados se opone, el funcionario practicará las pruebas que estime necesarias, si a ello hubiere lugar, y decidirá sobre el permiso solicitado.
En firme la resolución que concede el permiso, el Defensor de Familia remitirá copia de ella al Ministerio de Relaciones Exteriores y a la Unidad Administrativa Especial Migración Colombia. El permiso tendrá vigencia por sesenta (60) días hábiles, contados a partir de su ejecutoria.
En caso de que oportunamente se presente oposición a la solicitud de permiso, el Defensor de Familia remitirá el expediente al Juez de Familia, y por medio de telegrama avisará a los interesados para que comparezcan al juzgado que corresponda por reparto.
Parágrafo 1°. El Defensor de Familia otorgará de plano permiso de salida del país:
· A los niños, las niñas o los adolescentes que ingresan al programa de víctimas y testigos de la Fiscalía General de la Nación.
· A los niños, las niñas o los adolescentes, desvinculados o testigos en procesos penales, cuando corre grave peligro su vida y su integridad personal.
· A los niños, las niñas o los adolescentes, que van en misión deportiva, científica o cultural.
· A los niños, las niñas o los adolescentes cuando requieren viajar por razones de tratamientos médicos de urgencia al exterior.
Artículo 10°. El artículo 124 de la Ley 1098 de 2006, quedará así:

Artículo 124. Adopción. Es competente para conocer el proceso de adopción en primera instancia el juez de familia del domicilio de los adoptantes. Cuando se trate de la adopción internacional,  será competente cualquier juez de familia del país. La demanda solo podrá ser formulada por los interesados en ser declarados adoptantes, mediante apoderado.

A la demanda se acompañarán los siguientes documentos:

1. El consentimiento para la adopción, si fuere el caso.

2. La copia de la declaratoria de adoptabilidad o de la autorización para la adopción, según el caso.

3. El registro civil de nacimiento de los adoptantes y el del niño, niña o adolescente.

4. El registro civil de matrimonio o la prueba de la convivencia extramatrimonial de los adoptantes.

5. La certificación del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar o de una entidad autorizada para el efecto, sobre la idoneidad física, mental, social y moral de los adoptantes, expedida con antelación no superior a seis meses, y la constancia de la entidad respectiva sobre la integración personal del niño, niña o adolescente con el adoptante o adoptantes.

6. El certificado vigente de antecedentes penales o policivos de los adoptantes.

7. La certificación actualizada sobre la vigencia de la licencia de funcionamiento de la institución autorizada ante la cual se tramitó la adopción, si es el caso. El Instituto Colombiano de Bienestar Familiar será el competente para expedir las certificaciones de que habla este numeral, si fueren requeridas.

8. La aprobación de cuentas del curador, si procede.

Parágrafo. Para los fines de la adopción, la convivencia extramatrimonial podrá probarse por cualquiera de los medios siguientes:

1. Inscripción del compañero o compañera permanente en los registros de las Cajas de Compensación Familiar o de las instituciones de seguridad o previsión social, con antelación no menor de dos (2) años al inicio del trámite de adopción.

2. Inscripción de la declaración de unión material de hecho, en la Notaría del lugar del domicilio de la misma, con antelación no menor de dos (2) años al inicio del trámite de adopción.

3. El Registro Civil de Nacimiento de los hijos habidos por la pareja.

4. Los otros mecanismos previstos en la Ley 54 de 1990, modificada por la Ley 979 de 2005.

5. Cuando se trate de compañeros permanentes residentes en el exterior, la convivencia extramatrimonial se probará de conformidad con la legislación del país de residencia de los solicitantes, siempre y cuando los actos para acreditar esta convivencia sean adelantados con antelación no menor de dos años al inicio del trámite de adopción.

Artículo 11°. El artículo 126 de la Ley 1098 de 2006, quedará así:
Artículo 126. Reglas especiales del procedimiento de adopción. En los procesos de adopción se seguirán las siguientes reglas especiales:
1. Admitida la demanda se correrá el traslado al Defensor de Familia por el término de tres (3) días hábiles. Si el Defensor se allanare a ella, el juez dictará sentencia dentro de los diez (10) días hábiles siguientes, contados desde la fecha de presentación de la demanda.
El juez podrá señalar un término de máximo diez (10) días, para decretar y practicar las pruebas que considere necesarias, las cuales no podrán versar sobre las decisiones judiciales o administrativas que declararon la situación de adoptabilidad cuando estas se encuentren en firme. Vencido este término, tomará la decisión correspondiente.
2. Suspensión del Proceso. Se podrá solicitar la suspensión del proceso hasta por un término de tres meses improrrogables, siempre que exista causa justificada. Pueden solicitar la suspensión o reanudación del proceso los adoptantes o el Defensor de Familia.
3. Terminación anticipada del proceso. Cuando falleciere el solicitante de la adopción antes de proferirse la sentencia el proceso terminará.
Si la solicitud de adopción fuere conjunta y uno de los adoptantes falleciere antes de proferirse la sentencia, el proceso continuará con el sobreviviente si manifiesta su intención de persistir en ella, caso en el cual la sentencia que se profiera solo surtirá efectos respecto de este; en caso contrario el proceso terminará.
4. Notificación de la sentencia. Por lo menos uno de los adoptantes deberá concurrir personalmente al juzgado a recibir notificación de la sentencia, momento en cual se entregarán copias auténticas de la sentencia y de los oficios dirigidos a la notaría o a la oficina del registro civil.
5. Contenido y efectos de la sentencia. La sentencia que decrete la adopción deberá contener los datos necesarios para que su inscripción en el registro civil constituya el acta de nacimiento y reemplace la de origen, la cual se anulará. Una vez en firme se inscribirá en el Registro del Estado Civil y producirá todos los derechos y obligaciones propios de la relación paterno o materno-filial, desde la fecha de presentación de la demanda. En todo caso, en la sentencia deberá omitirse mencionar el nombre de los padres de sangre.
La sentencia que decrete la adopción podrá ser apelada ante el Tribunal Superior del Distrito Judicial, de conformidad con el trámite establecido en el procedimiento civil vigente, en donde intervendrá el Defensor de Familia.
Parágrafo. Las actuaciones y decisiones previstas en el presente artículo se resolverán dentro de los plazos fijados en la presente ley y su demora dará lugar a la responsabilidad prevista para las decisiones de tutela en el caso de vencimiento injustificado de los respectivos plazos.

Artículo 12°. El artículo 127 de la Ley 1098 de 2006, quedará así:
Artículo 127. Seguridad Social de los Adoptantes y Adoptivos. El padre y la madre adoptantes de un menor tendrán derecho al disfrute y pago de la licencia de maternidad establecida en el numeral 4 del artículo 34 la Ley 50 de 1990 y demás normas que rigen la materia, la cual incluirá también la licencia de paternidad consagrada en la Ley 755 de 2002, incluyendo el pago de la licencia a los padres adoptantes.
Los menores adoptivos tendrán derecho a ser afiliados a la correspondiente EPS o ARS, desde el momento mismo de su entrega a los padres adoptantes por parte del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar. Para el caso de adoptantes extranjeros la afiliación de los niños, niñas y adolescentes, mientras se encuentren en territorio colombiano continuará en la EPS a la cual se encuentra afiliado.
Artículo 13°.  Los procesos en curso al entrar en vigencia la presente ley, se someterán a las siguientes reglas de tránsito de legislación:

1. Los Procesos Administrativos de Restablecimiento de Derechos que no cuenten aún con la definición de la situación jurídica establecida en el artículo 100 de la Ley 1098 de 2006, deberán ser fallados conforme la legislación vigente al momento de su apertura. Una vez se encuentre en firme la declaratoria en situación de vulneración o adoptabilidad se continuará el trámite de seguimiento de acuerdo con lo previsto en la presente ley.
2. Respecto de los procesos que se encuentran con declaratoria en situación de vulneración de derechos, se deberá aplicar lo dispuesto en la presente ley para el seguimiento de las medidas, cuyo término se contará a partir de la expedición de la presente ley.
De los Honorables Representantes,

TELESFORO PEDRAZA ORTEGA
Ponente
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